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  SALA LABORAL

           PEREIRA - RISARALDA


Demandante: José Arnulfo Gañán Gañán.

Demandados: Instituto de Seguros Sociales. 

----------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PONENTE: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Pereira Ris, febrero doce [12] de dos mil nueve [2.009].





Acta Nº 0006 de febrero 12 de 2.009.     

Siendo las once de la mañana [11:00 a.m.] de esta fecha, se da inicio a la audiencia por los magistrados integrantes de la Sala de Decisión Laboral de este Tribunal para resolver sobre la apelación concedida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, respecto del auto que declaró la prosperidad de la excepción previa de “falta de reclamación administrativa”, dentro de la audiencia obligatoria de conciliación, de decisión de excepciones previas, de saneamiento y fijación del litigio, realizada el 11 de noviembre de 2008 [fl. 39], en el proceso ordinario promovido por José Arnulfo Gañán Gañan contra el Instituto de Seguros Sociales.

Previamente la Sala aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente, donde se consigna el siguiente:




A U T O:  
Al pronunciarse el Juzgado Primero Laboral de esta ciudad sobre la excepción previa formulada por la parte demandada de “Falta de reclamación administrativa”, consideró que estaba llamada a prosperar puesto que la solicitud presentada al ISS el día 21 de abril de 2008, se realizó de manera incompleta por lo que ese mismo día la entidad requirió al interesado para que aportara el registro civil de nacimiento [fl. 23] pedimento que, según los documentos aportados a la demanda no fue atendido por el demandante, por lo que se entiende el desistimiento de lo reclamado y por ende, que el ISS no ha tenido la oportunidad de conocer las pretensiones aquí formuladas, sin embargo y si en gracia de discusión se acepta que el documento fue allegado por el interesado en ese misma fecha [21.04.08] el término de cuatro meses consagrado en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, no había transcurrido hasta la presentación de la demanda, 10 de julio de 2008 [fl. 5].
Contra esa decisión se alzó en apelación el apoderado del demandante [fl. 41], aduciendo que el término de los cuatro meses establecido en la Ley 797 de 2003, para que los fondos encargados del reconocimiento de las pensiones lo hagan, no puede interferir con el tiempo consagrado en el artículo 6 del Código Procesal de Trabajo y la Seguridad Social, que sólo establece el término de un mes para decidir acerca de lo pedido o si pasado ese término, la entidad ha guardado silencio, como ocurrió en el presente caso. Agrega que el día 20 de mayo de 2008 [fl. 24] atendió el requerimiento del ISS aportando el registro civil de nacimiento del actor, fecha a partir de la cual debe contarse el término del aludido artículo 6, por lo que al 10 de julio de la misma anualidad, dicho término ya estaba más que vencido.  
Se concedió la apelación en el efecto suspensivo. En esta sede se cumplió la ritualidad prevista en el artículo 42 de la Ley 712 de 2.001, dando traslado común a las partes en cuyo término la parte actora presentó escrito visible a folios 7 y s.s. del cd.2. Sin que se advierta causal alguna de nulidad que obligue a retrotraer la actuación,  se procede a resolver la alzada.



LA SALA CONSIDERA

Es procedente el recurso conforme con lo dispuesto en el numeral 3° del artículo 65 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social [Mod. Art. 29 L.712/01].
Al tenor del artículo 6° del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado por el artículo 4° de la Ley 712 de 2.001, solamente puede iniciarse una acción contenciosa contra una entidad de la administración pública, cuando se haya agotado la reclamación administrativa. Se trata en verdad de un requisito de procedibilidad de la acción laboral, cuando ésta se dirige contra una entidad administrativa, a fin de que pueda iniciarse el trámite del proceso en debida forma.

Tiene dicho la jurisprudencia:

"La jurisprudencia de la Sala Laboral ha declarado sin vacilaciones que esta exigencia de agotamiento de la vía  administrativa es sin duda alguna un factor de competencia  para el  juez  laboral, y que como tal debe estar satisfecha en el momento de la admisión de la demanda. Constituye por tanto uno de los llamados "presupuestos procesales" (doctrina Bullow, acogida por la Sala Civil de la Corporación), cuyo cumplimiento es necesario "para la constitución regular de la relación jurídico procesal"[
]. 

En este caso, no hay duda que la reclamación administrativa que exige el artículo 6° del C.P.T.S.S. sí fue presentada por la parte accionante, como se observa en el documento visible a folio 18, el día 21 de abril de 2.008, y contrario a lo percibido por la funcionaria de primera instancia frente a que el actor no atendió el requerimiento del registro civil de nacimiento, se observa igualmente que dicho documento fue entregado ante la entidad demandada el día 20 de mayo de 2008 y recibido por Alejandra Castro, del Centro de Atención Pensiones, ISS Pereira, funcionaria que exactamente era la que lo había requerido.
Se encuentra acreditado entonces, que la parte demandante si radicó ante el Instituto de Seguros Sociales el documento mediante el cual realizaba la reclamación administrativa y que atendió el requerimiento de la misma, por lo que queda totalmente desvirtuado que haya desistido del pedimento presentado el 21 de abril de la anualidad pasada, descartándose a su vez el desconocimiento de la demandada frente a lo pedido.
Resta entonces establecer, si se efectuó correctamente el agotamiento de la reclamación administrativa conforme lo exige el artículo 6° del C.P.T.S.S. o si por el contrario debe tenerse en cuenta el contenido del artículo 33 de la Ley 100 de 1993.
Respecto de los procesos que se adelantan ante la Jurisdicción Laboral del Trabajo, el artículo 4 de la Ley 712 de 2000 establece que "las acciones contenciosas contra la Nación las entidades territoriales y cualquiera otra entidad de la administración pública sólo podrán iniciarse cuando se haya agotado la reclamación administrativa. Esta reclamación consiste en el simple reclamo escrito del servidor público o trabajador sobre el derecho que pretenda y se agota cuando se haya decidido o cuando transcurrido un mes después de su presentación no ha sido resuelta. Mientras esté pendiente el agotamiento de la reclamación administrativa se suspende el término de prescripción de la respectiva acción". (Negrillas y subrayado fuera del texto original).
Como se observa la Ley no contempla exigencias adicionales al simple reclamo escrito ante el posible demandado, frente al cual se tienen dos opciones; i) que se de respuesta dentro del término de un mes o ii) que pasado éste no se reciba ningún tipo de respuesta, caso en el cual opera el fenómeno del silencio administrativo negativo, donde la parte actora queda en posibilidad legal de acudir ante la jurisdicción laboral en el ejercicio del derecho de acción, sin que deba someterse a la espera de una eventual respuesta.
Ahora, como la administración exigió allegar documentación adicional para decidir de fondo la solicitud de pensión del señor José Arnulfo Gañán Gañán, la que aportó el 20 de mayo de 2008, es partir de esta fecha que se debe empezar a contar el término del mes para emitir pronunciamiento, conforme el contenido del artículo 12 del Código Contencioso Administrativo, que señala: 

“Si las informaciones o documentos que proporcione el interesado al iniciar una actuación administrativa no son suficientes para decidir, se le requerirá, por una sola vez, con toda precisión y en la misma forma verbal o escrita en que haya actuado, el aporte de lo que haga falta. Este requerimiento interrumpirá los términos establecidos para que las autoridades decidan. Desde el momento en que el interesado aporte nuevos documentos o informaciones con el propósito de satisfacer el requerimiento, comenzarán otra vez a correr los términos pero, en adelante, las autoridades no podrán pedir más complementos, y decidirán con base en aquello de que dispongan.”(Subrayas fuera del texto original).
Así las cosas, el mes se computaría hasta el 20 de junio de 2008, por lo que al 10 de julio del mismo año, fecha de presentación de la demanda, se encontraba mas que vencido dicho término, lo que permite concluir que la reclamación administrativa en el caso de marras fue debidamente agotada, así que no debió prosperar la excepción propuesta por el instituto demandado debiendo proceder esta Colegiatura a revocar la decisión adoptada por la señora Jueza y así se declarará.

A tono con lo discurrido, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, REVOCA la decisión de primera instancia, y en su lugar declara no probada la excepción de “falta de agotamiento de la reclamación administrativa” propuesta por el Instituto de Seguros Sociales, según lo expuesto en la motiva de esta providencia.

Costas en esta instancia no se causaron.
Notificación surtida en estrados. Para constancia se suscribe la presente acta.






Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES    

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO






Secretaria. 

[�]. C.S.J. Sala Casación Laboral. Sentencia de 21 de julio de 1981. G.J. CLXVIII, pág. 339. 
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